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n los dias anteriores entió en ac­
tividad la Comisión de Reforma 
Política convocada por el gobier­
no nacional. La comisión, que 

^integrada por representantes de los 
Idos políticos, de las universidades y de 
lizaciones sociales, tiene por objeto 
f propuestas concretas de reforma sobre 

¡̂ ternas de los partidos políticos y del 
so y demás cuerpos colegiados. Estas 

propuestas serán presentadas al Congreso 
de la República, y será el que definitiva­
mente decida sobre ellas. 

Al tiempo en que fue constituida la 
Comisión de Reforma Política se conformó 
también un grupo integrado por miembros 
de la Cámara de Representantes, el cual se 
ha puesto también como misión elaborar 
una serie de propuestas de enmienda política. 
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Un grupo similar ha sido convocado igual­
mente en el Senado de la República. 

Dentro de los temas de discusión en los 
planes de reforma ocupan un lugar destacado 
los puntos relacionados con la materia elec­
toral. Partiendo de esa base, este artículo 
busca identificar ima serie de temas relacio­
nados con esta materia que han sido objeto 
de debate durante el último tiempo para 
luego expresar nuestra opinión con respecto 
a ellos. Para ello, haremos inicialmente 
unas pequeñas diferenciaciones conceptua­
les, para luego describir el régimen electoral 
del país y pasar luego a concentramos en los 
puntos que han venido siendo materia de 
discusión. 

1. Régimen electoral: Derecho, orga­
nización y sistema electorales 

Para empezar, es importante hacer algu­
nas delimitaciones conceptuales que nos 
permitirán acceder más fácilmente a la ma­
teria objeto de este artículo. 

Por régimen electoral entendemos todas 
las regulaciones referidas a la temática elec­
toral, sin hacer diferenciación alguna. Es 
decir, éste es un término genérico. Dentro 
de él cabe precisar áreas distintas, las cuales 
son las de derecho, organización y sistema 
electorales. 

Bajo el término de derecho electoral se 
cobijan las normas que señalan cuáles son 
los derechos de las personas en lo relaciona­
do con su participación en la designación de 
gobemantes y representantes. Más concre­
tamente, el derecho electoral define quién 
puede elegir y quién puede ser elegido y 
señala si el voto es universal, igual, directo, 
secreto y obligatorio o no. 

Por su parte, la organización electoral se 
circunscribe a la administración de los 
comicios, tarea que abarca las actividades 
preparatorias del debate electoral, las elec­
ciones mismas y los actos posteriores a 
ellas. Ella comprende, pues, la elaboración 
del censo electoral, el proceso de inscrip­
ción de partidos y de candidatos, la regula­
ción y control de las campañas electorales, 
la financiación de los partidos políticos, la 
organización de la distribución y recuento 
de los votos, la proclamación de los candi­
datos elegidos, la resolución de los conflictos 
surgidos a raíz de las elecciones, etc. 

Finalmente, el término sistema electoral 
hace referencia a los procedimientos por 
medio de los cuales los ciudadanos ejercen 
su derecho de sufragio y los votos se trans­
forman en escaños. Este ámbito de la materia 
electoral se ocupa, entonces, de cuatro pun­
tos: el procedimiento de votación (voto 
único o múltiple, voto preferencial, etc.); 
las formas de la candidatura (listas cerradas 
y bloqueadas/no bloqueadas, listas abiertas, 
etc.); la (posible) subdivisión de la zona 
electoral en circunscripciones electorales 
(circunscripciones uninominales o plurino-
minales y las varias formas que asumen 
estas últimas); y las normas o procedimien­
tos para la atribución de escaños (procedi­
miento d'Hondt, de cociente electoral, etc.). 
El debate acerca de los sistemas de elección 
mayoritario y proporcional que, en últimas, 
se reduce a la discusión sobre los principios 
de representación mayoritaria y proporcio­
nal y a sus múltiples formas de materializa­
ción, se da justamente al interior de esta área 
del campo electoral'. 

2. Descripción del régimen 
electoral colombiano 

Derecho electoral 

Desde hace ya varias décadas, el dere­
cho electoral colombiano ha acogido los 
llamados principios básicos del derecho 
moderno del sufragio, como son el voto 
universal (desde 1936 para los varones y 
desde 1957 también para las mujeres), el 
voto directo (desde 1945 para todas las 
elecciones), el voto secreto (desde 1853) y 
el voto igual. 

En estos puntos, pues, la Carta de 1991 
no introdujo mayores cambios, aun cuando 
sí cabe agregar que el campo de aplicación 
del sufragio se extendió al consagrarse cons-
titucionalmente la elección popular de los 
gobernadores y de los miembros de las 

1. Ver sobre este tema, a Nohien, Dieter (1986): 
La reforma electoral en América Latina. Seis contri­
buciones al débale. Instituto Interamerícano de De­
rechos Humanos-Centro de Asesoría y Promoción 
Electoral (IIDH-CAPEL), San José de Costa Rica; 
ibidem (1981): Sistemas electorales del mundo. 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid. 

Con la nueva Carta se le dio 
rango constitucional al tema 
de la organización electoral, 

el cual era hasta entonces 
solamente objeto de regula­

ción legaL Igualmente, en ¡a 
nueva Constitución se le 
asignó a las entidades de 

administración electoral la 
calidad de órganos autónomos 

e independientes del Estado, 
aparte de los tres poderes 

públicos clásicos 

«>S} ' 
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El sisiema electoral ha regisuado grandes progresos en témínos de asegurar los derechos y garantías de los electores, sin emtiargo tales garantías no han logrado 
vencer el crónico abstencionismo electoral. 

juntas administradoras locales, así como la 
participación de los colombianos en el ex­
tranjero en la elección del Senado. 

Asimismo, se conservó el principio del 
sufragio facultativo, si bien el articulo 258 
constitucional abrió las puertas para el esta­
blecimiento mediante ley del sufragio obli­
gatorio, al señalar que el voto "es un dere­
cho y un deber ciudadano". 

Entre los puntos que representan una 
gran innovación en este campo estarían los 
relacionados con el establecimiento de di­
versos mecanismos de participaciónpopular, 
tal como fue contemplado en el articulo 103 
ss. de la Constitución, reglamentado por la 
ley estatutaria sobre mecanismos de partici­
pación ciudadana (Ley 134 de 1994); la 
introducción de una larga lista de causales 
de inhabilidad e incompatibilidad para los 
congresistas o los aspirantes a serlo; el 
establecimiento de la doble nacionalidad; la 
creación de una instancia extema de control 
sobre los parlamentarios, representada en el 
Consejo de Estado y en los procesos de 
pérdida de la investidura; y, finalmente, la 

^í.. ' f 
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autorización constitucional al legislador-en 
el parágrafo del ariculo. 98- para que fije la ^ 
edad mínima necesaria para el ejercicio de 
la ciudadanía. «t, . i-, f 

Organización electoral . ^: • i .̂ 

Con la nueva Carta se le dio rango 
constitucional al terna de la organización 
electoral, el cual era hasta entonces sola­
mente objeto de regulación legal. Igual­
mente, en la nueva Consti tución se le asignó 
a las entidades de administración electoral 
la calidad de órganos autónomos e indepen­
dientes del Estado, aparte de los tres poderes 
públicos clásicos (artículos 113 ss.). 

El modelo de organización electoral exis­
tente proviene del esquema trazado por la 
Ley 89 de 1948, con una Corte Electoral 
-hoy Consejo Nacional Electoral- a la ca­
beza, que actúa como una especie de junta 
directiva de la organización electoral, y la 
Registraduria Nacional del Estado Civil, 
que es el organismo que realiza las tareas 
prácticas de organización electoral. 

• ' « • ^ 



24 La Refonna Política 1995 Revista Foro 

Sin embargo, la nueva Constitución 
modificó im punto esencial del esquema, 
referido a la composición del Consejo Na­
cional Electoral: desde la Ley 89 de 1948 
venía rigiendo un principio de paridad en la 
organización electoral. Así, la Corte Electo­
ral fue siempre integrada exclusivamente y 
en forma paritaria por los liberales y conser­
vadores. Sólo hasta la Ley 23 de 1979 se 
abrió un espacio -por cierto, mínimo- a un 
representante de un tercer partido. En la 
nueva Constitución se respondió a las críti­
cas que se formulaban alrededor de este 
punto, consagrando que los integrantes del 
Consejo Nacional Electoral continuarían 
siendo designados por el Consejo de Estado, 
de temas presentadas por los partidos y 
movimientos políticos, y de manera tal que 
la composición de aquél habría de reflejar la 
composición política del Congreso (artícu­
lo 264). Cabe agregar, además, que en la 
nueva ley de partidos se contempla que dos 
de los miembros del Consejo representarán 
a los partidos de oposición con las mayores 
votaciones que no hubieran alcanzado a 
tener representación en el Consejo ni estén 
participando en el gobiemo (artículo 36, 
Ley 130 de 1994). 

Muchas de las funciones que ahora le 
han sido asignadas constitucionalmente a 
los organismos de administración electoral 
ya venían siendo desempeñadas por éstos 
-por mandato del código electoral (decreto 
2241 de 1986), de las Leyes 62 de 1988 y 6a. 
de 1990 (reformadoras de aquél) y de la 
Ley de partidos anterior (Ley 58 de 1985)-
aun cuando ha de recalcarse que en los 
recientemente dictados estatuto básico de 
los partidos y movimientos políticos y leyes 
sobre instituciones y mecanismos de parti­
cipación ciudadana y sobre el voto 
programático se contempla una serie de 
tareas adicionales. 

Para finalizar este aparte es importante 
mencionar la figura del Veedor del Tesoro, 
creada por el artículo transitorio 34 de la 
Constitución, y la cual fue concebida para 
un periodo de tres años para impedir el 
desvío de los recursos del Tesoro hacia las 
campañas políticas. La institución desapa­
reció en agosto del año pasado, a pesar de las 
peticiones para que fuera consagrada de 
manera permanente. 

Sistema electoral 

Hasta la Ley 7a. de 1932 rigieron para 
las elecciones parlamentarias sistemas de 
representación por mayoría. Desde 1932 ha 
tenido vigencia, exceptuando los años 1951 -
1953 y el período del Frente Nacional, -en 
el cual el sistema se aplicó sólo al nivel de 
la competencia intrapartidaría- el principio 
de la representación proporcional. 

a) Forma de la candidatura y procedi­
miento de votación: Desde 1932 las listas 
son cerradas y bloqueadas, de manera que el 
sufragante no puede introducir ninguna mo-
dificación en ellas. El sufragante tiene sola­
mente un voto por cada corporación pública 
por elegir. 

La Constitución introdujo el sistema de 
las boletas oficiales -el taijetón- para todas 
las elecciones. Anteriormente las papeletas 
eran elaboradas y distribuidas a los ciudada­
nos por los mismos partidos políticos, mé­
todo este muy criticado por atentar contra el 
secreto del voto y por desfavorecer a los 
partidos menores. 

b) Circunscripciones: Para el Senado 
existen una circunscripción única nacional, 
donde se eligen 100 senadores, y una cir­
cunscripción nacional indígena en la que se 
eligen 2 senadores más. 

La Cámara de Representantes continúa 
siendo elegida en circunscripciones territo­
riales equivalentes a los departamentos. Cada 
departamento tiene una representación bá­
sica de dos representantes, además de la que 
le corresponde por su población. 

La Constitución autorizó también la crea­
ción hasta de 5 escaños adicionales para la 
representación en la Cámara de Represen­
tantes de los gmpos étnicos, de las minorias 
políticas y de los colombianos residentes en 
el exterior. Esta posibilidad ha sido utiliza­
da hasta ahora solamente para el caso de las 
minorías negras a las cuales se les adjudica­
ron dos escaños en esta cámara legislativa 
(Ley 70 de 1993). 

c) Procedimiento para la distribución de 
los escaños: Se aplica el sistema del cocien­
te electoral con residuos mayores, para to­
das las circunscripciones. El método del 
cuociente fue introducido por la Ley 7a. de 
1932 y ha regido casi ininterrumpidamente, 
aun cuando con diversas modalidades, de 

" I 
1 

Pensamos que la existencia 
de ese estatuto de inha­

bilidades e incompatibilidades 
puede contribuir a depurar el 

Congreso y a evitar que se 
presenten conductas 

reprobables por parte de los 
parlamentarios. Por eso, 
habrá de observarse con 
mucho detenimiento los 

intentos de reformar estas 
normas, bajo el convenci­

miento de que para la 
democracia y para el Congre­

so es mejor que algunas de 
ellas sean exageradas a que se 
sigan dando las irregularida­
des que se presentaban en el 

pasado. 

-,'^4. 
• j » " 
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acuerdo con las variacio­
nes que le han introduci­
do sistemas como el de 
la votación mínima o 
medio-cociente, el de la 
acumulación de resi­
duos, el Hagenbach-
Bischoff y el de los resi­
duos mayores. 

Muy importante de 
destacar dentro de este 
contexto es que el pro­
cedimiento de distribu­
ción de los escaños se 
viene realizando sobre 
las listas y no por parti­
dos, según decisión vi­
gente del Consejo de Es­
tado. Esta situación, su­
mada a la falta de regla­
mentación de la vida in­
tema de los partidos 
-ahora prohibida expre­
samente en la Constitu­
ción- ha impulsado la 
ya tradicional fragmen­
tación de los partidos y 
la proliferación de lis­
tase 

3. Puntos de debate 
para la reforma 

í § ^ ^ ' 

^ • ^ ^ ^ ^ 
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Entre los temas que 
más se han debatido están los siguientes: 

Derecho electoral 

a) Las inhabilidades e incompatibilida­
des: La nueva Constitución introdujo una 
larga lista de causales de inhabilidad e in­
compatibilidad de los congresistas o de los 
aspirantes a serlo. Estas causales tuvieron 
como objetivo eliminar fuentes de cormp­
ción y nepotismo, así como dedicar a los 
congresistas exclusivamente a su función 
de representación. 

En el Congreso se han levantado ya 
diversas voces contra el catálogo de inhabi­
lidades e incompatibilidades. En la Ley 84 
de 1993 se introdujeron dos artículos con 
los que se intentaba limitar los efectos de 
esas normas, pero fueron declarados in-

% • * 

••A 

constitucionales, como la 
mayor parte de esa ley. 

En la actualidad cursa 
en el Congreso un pro­
yecto de acto legislativo 
dirigido también a modi­
ficar ese catálogo de 
inhabilidades e incompa­
tibilidades. El proyecto 
ya cumplió con su primer 
debate en comisión. 

Este es un tema que va 
a seguir siendo objeto de 
discusión en el futuro. 
Pensamos que la existen­
cia de ese estatuto de inha­
bilidades e incompatibi­
lidades puede contribuir 
a depurar el Congreso y a 
evitar que se presenten 
conductas reprobables 
por parte de los parlamen­
tarios. Por eso, habrá de 
observarse con mucho 
detenimiento los inten­
tos de reformar estas nor­
mas, bajo el convenci­
miento de que para la de­
mocracia y para el Con­
greso es mejor que algu­
nas de ellas sean exagera­
das a que se sigan dando 
las irregularidades que se 
presentaban enel pasado, 

b) La pérdida de la investidura: El esta­
blecimiento de este control judicial sobre la 
actividad de los congresistas ha suscitado 
desde un principio fuertes controversias 
entre el Congreso y el Consejo de Estado. 
Recordemos las reacciones en el Congreso 
cuando este órgano judicial decidió que el 
proceso de pérdida de investidura se podría 

2. Para más detalles sobre estos puntos y su 
desarrollo históríco ver, entre otros: Jaramillo, Juan/ 
Franco Beatriz (1993): Colombia, en: Nohlen, Dieter 
(coord.): Enciclopedia electoral latinoamericana y 
del Caribe. IIDH, San José de Costa Rica, pp. 135-
182; Delgado, Osear (1991): "Régimen y sistema 
electoral en la Constitución de 1991", en: Revista 
Javeríana. No. 579, Bogotá, pp. 237-275; González, 
Fernán (1978): "Legislación y comportamiento elec­
torales: evolución histórica", en: Controversia. Nos. 
64-65, CINEP, Bogotá, pp. 1-59. 
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adelantar incluso sin que se hubiera regla­
mentado legalmente la materia. Igualmen­
te, vale la pena traer a la memoria que en el 
reglamento del Congreso -la Ley 5a. de 
1992- se consagró, en normas declaradas 
inconstitucionales por la Corte Constitu­
cional, que la desinvestidura sólo procederia 
cuando existiera sentencia penal previa. Esta 
misma disposición y otra serie de limitacio­
nes al proceso de desinvestidura fueron 
incorporadas a la Ley 144 de 1994, ley que 
el Consejo de Estado se ha negado a aplicar 
en esos apartes, argumentando que son in-
constitucionales\ 

Hasta ahora se han dictado 12 sentencias 
de pérdida de investidura. Ello nos permite 
concluir que a través de esta figura va a ser 
posible establecer un control real a las múlti­
ples irregularidades que se han venido pre­
sentando desde hace muchos años en el 
Congreso. Eso es conveniente para la misma 
relegitimación del Parlamento, pues lo que 
más ha alejado a los ciudadanos de esta 
institución ha sido precisamente la falta de 
sanción a los actos irregulares de sus mte-
grantes. La pérdida de investidura ha sido 
una de las grandes innovaciones de la Carta 
y sería inconcebible que se pensara en supri­
mirla. 

c) Los colombianos residentes en el 
extranjero: La Constitución le abrió las 
puertas a los colombianos residentes en el 
extranjero para que participen en la actividad 
política nacional. Así, como vimos antes, se 
dispuso en su artículo 176 que la ley podría 
crear un(os) escaño(s) adicionales en la 
Cámara de Representantes para asegurar la 
participación de los colombianos residentes 
en el exterior. Sin embargo, este artículo no 
ha sido reglamentado legalmente en lo refe­
rente a ellos. 

De otra parte, la Constitución señaló en 
su artículo 171 que los colombianos resi­
dentes en el exterior podrían votar para las 
elecciones de senadores. A pesar de ello, 
este derecho les fiíe negado por la Ley 84 de 
1993, mediante un artículo que, como la 
mayor parte de esa ley electoral, fue decla­
rado inexequib le por la Corte Constitucional 
(sentencia C-145 de 1994). Con todo, esta 
sentencia fue dictada luego de haberse cele­
brado las elecciones parlamentarias y en 
ella se aclaró que sus efectos regirian única­
mente hacia el futuro. 

En este punto cabría, entonces, pensar en 
la posibilidad de que se cree legalmente la 
circunscripción para los colombianos en el 
extranjero y que el Consejo Nacional Elec­
toral reglamente la participación futxu"a de 
los mismos en las elecciones para senado­
res. 

d) Voto obligatorio: Este es un tema que 
se discute recurrentemente en el país. No 
habiendo sido posible llegar a un acuerdo 
sobre este punto en la Constituyente se 
decidió que fuera la ley la que tomara la 
decisión sobre este punto. 

La permanente discusión acerca de la 
implantación del voto obligatorio está rela­
cionada con las ascendentes tasas de absten­
ción electoral, fenómeno que se esperaba 
poder contrarrestar con la nueva Constitu­
ción, pero que, en contra de lo presupuesta­
do, ha acelerado su crecimiento. El cuadro 
No. 1 nos ilustra acerca del desarrollo de la 
abstención en los últimos años: 

Argimientosjurídicos y políticos hablan 
a favor y en contra de la adopción de la 
obligatoriedad del voto. Mientras por un 
lado se arguye que los derechos de los 
ciudadanos tienen que ir acompañados de 
deberes para con la comunidad, como el de 
participar en la vida política, por el otro lado 
se considera que en esta materia el ciudada­
no debe contar con entera libertad para 
decidir si vota o se abstiene. 

Igualmente, algunos piensan que con el 
voto obligatorío se podría depurar el siste­
ma político, en la medida en que un altísimo 
número de electores iría a las urnas sin tener 
relaciones clientelistas con los caudillos 
políticos. En oposición, otros opinan que el 
ingreso a la actividad electoral por parte de 
un gran número de personas que no tendrían 
mayor interés por la política pero que van a 
sufragar para evitarse las sanciones, podría 

3. Más sobre la fígura de la pérdida de investidura 
en: Rojas, Danilo (1995): La jurisprudencia sobre 
pérdida de la investidura de congresistas, en: Pensa­
miento Juridico No.2, Universidad Nacional de Co­
lombia, Bogotá, pp. 169-177. Ver también Chinchi­
lla, Tulio (1995): Comentarios al Tímlo VI de la 
Constitución. Aparecerá próximamente en el Ma­
nual de la Constitución que será publicado por la Co­
misión Andina de Juristas Seccional Colombiana. 

! i 

Hasta ahora se han dictado 
12 sentencias de perdida de 

investidura. Ello nos permite 
concluir que a través de esta 

figura va a ser posible 
establecer un control real a 

las múltiples irregularidades 
que se han venido presen­
tando desde hace muchos 

años en el Congreso. Eso es 
conveniente para la misma 

relegitimación del Parlamen­
to, pues lo que más ha alejado 

a los ciudadanos de .^ta 
institución ha sido p ecisa-

mente la falta de sanción a los 
actos irregulares de sus 

integrantes. La pérdida de 
investidura ha sido una de las 

grandes innovaciones de la 
Carta y seria inconcebible que 

se pensara en suprimirla. 

••>• * 
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Senado 
Cámara Repr. 
Presidente 

Regionales-
locales* 
Alcalde 
Gobemador 

CUADRO No. 1 

1980 

66 
* 

tención 
(en % 

1982 

59.0 
59.0 
50.2 

59.0 

Electoral en Colombia 1980-1994 
sobre potencial de votantes) 

1984 

— 

62 

1986 

57.5 
56.4 
54.4 

56.4 

1988 

— 

32.6 
33.3 

1990 

44.5 
45.4 
56.5 

41 
42 

• . - ' 

1991 

63.5 
64.1 

63.3 

-1-» 

1992 

— 

56.9 
78.1 

' ^ . > • • • . • 

1994 

67.3 
67.3 

65.8(lv) 
56.4 (2v) 

n.d. 
56.7 
60.7 

*La cifra corresponde a la elección con menor grado de abstención. No se incluyen las elecciones para consejos intendenciales ni 
comisariales. 

volver muy inestable el sistema político y el 
sistema de partidos. 

Por nuestra parte, pensamos que el esta­
blecimiento de la obligatoríedad del voto 
podría dinamizar el sistema político. Posi­
blemente animairía el interés por los procesos 
electorales -partimos de la base de que los 
más de los abstencionistas no lo son por 
convicción y que el deber de votar los 
introduciría en la práctica electoral- y ayu-. 
daría a desclientelizar la politica del país. 
Con todo, antes de pensar en su introduc­
ción habria que observar si el Estado está en 
condiciones de controlar el cumplimiento 
del deber de votar. 

Organización electoral 

a) El Consejo Nacional Electoral: La 
fórmula actual de integración del Consejo 
Nacional Electoral surgió como respuesta a 
la urgencia de terminar con el dominio 
bipartidista sobre la organización electoral. 
El sistema vigente habia sido propuesto 
desde la misma Comisión de Estudios sobre 
la Violencia, para darle ingreso a otras 
fuerzas al escenario político*. 

Es importante reflexionar acerca de si el 
nuevo modelo de integración responde a la 
necesidad de dotar a la organización electo­
ral de la credibilidad que requiere para 
garantizarle a los partidos contendientes la 
transparencia de los procesos electorales. 
Por nuestra parte, consideramos que con la •K\ r J ' 

nueva fórmula se ha politizado en demasía 
la integración del Consejo. Asi, vemos como 
ya se ha dado el hecho -entre 1992 y 1994-
de que un partido obtenga la mayoría de los 
puestos en él. Y si bien una hegemonía 
partidaria dentro del Consejo no puede 
presentarse en razón de la mayoria califica­
da que exige el código electoral para la toma 
de decisiones, si se puede dar que un partido 
evite que se apmcben resoluciones en su 
contra haciendo uso de su capacidad para 
impedir que se forme la citada mayoria 
calificada. 

Además, el modelo actual de integra­
ción favorece que se desaten controversias 
alrededor del proceso de nombramiento de 
los miembros del Consejo Nacional Electo­
ral y del Registrador Nacional, como suce­
dió a finales del año pasado cuando un 
partido exigía una mayor representación en 
ese órgano, situación que no le hace ningún 
bien a la imagen de imparcialidad que debe 
irradiar la organización electoral. 

Sobre este punto cabe además recordar 
que entre las tareas del Consejo está la 
vigilancia de los partidos políticos. Pero si 
el mismo Consejo está integrado por repre­
sentantes de ellos, ¿cómo se puede esperar 
que cumpla esa función? 

4. Ver Comisión de Estudios sobre la Violencia 
(1987): Colombia: violencia y democracia. Univer­
sidad Nacional de Colombia, Bogotá, p. 55. 
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Por las razones anteriores, sería conve­
niente pensar en modificar la fórmula de 
integración del Consejo Nacional Electoral. 
El Consejo de Estado no debería estar atado 
ni a las propuestas de los partidos ni al 
cmnplimiento de determinada proporciona­
lidad política. La integración del organismo 
debería responder únicamente a las capaci­
dades profesionales y técnicas y a la buena 
reputación de los nominados. Cabe señalar 
que en Latinoaméríca ya existen modelos 
de integración de las cortes electorales en 
las cuales se ha eliminado la injerencia 
directa de los organismos políticos (ahí 
están, por ejemplo, los casos de Costa Rica, 
Brasil, Perú y, en buena medida, Guatema-
la). 

Sobre este aspecto, cabe agregar que si el 
Consejo se convirtiera en un organismo 
eminentemente técnico se podría prescindir 
de la norma que impide la reelección de sus 
magistrados, de manera que los colombianos 
nos pudiéramos beneficiar de los conoci­
mientos que han ido adquiriendo en el ma­
nejo de la organización electoral. Igualmen­
te, se podría disponer que los magistrados 
fueran siendo reemplazados en forma esca­
lonada, de manera tal que al interior del 
Consejo existiera siempre un gmpo con 
experiencia en este campo'. 

b) El fínanciamiento de los partidos: 
Este ha sido uno de los temas impulsores del 
proceso de reforma politica actualmente en 
curso. El gobiemo ha propuesto que los 
partidos y las campañas políticas sean fi­
nanciados exclusivamente por el Estado. 
Con ello se lograría que los diversos parti­
dos y candidatos estén en igualdad de opor­
tunidades y que los congresistas no tengan 
compromisos con sus donantes. Además, 
en el caso colombiano se evitaría que los 
dineros del narcotráfico se mezclaran en las 
campaña políticas. La intención de la pro­
puesta es positiva. La pregunta que surge es 
si el Estado colombiano está en condiciones 
de controlar que dineros prívados no parti­
cipen en las campañas políticas. Por lo que 
conocemos, ésta sería una experíencia pio­
nera, pues en ninguna otra nación están 
prohibidas absolutamente las contribucio­
nes privadas, aun cuando en países como los 
Estados Unidos existen límites para las 
contribuciones de las empresas, los sindica­

tos y los gmpos de in-terés. Además, las 
diversas experiencias in-temacionales en el 
campo del control de los ingresos y de los 
gastos de los partidos nos muestran que los 
grados de éxito en este campo han sido 
limitados. Y no es más es-peranzadora la 
reciente experiencia colombiana en el cam­
po del control que debe ejer-cer el Consejo 
Nacional Electoral para que los gastos de 
los candidatos no sobrepasen los límites 
fijados por el mismo Consejo*. 

A pesar de los problemas anotados, las 
peculiares condiciones colombianas -espe­
cíficamente el problema del narcotráfico-sí 
nos indican que vale la pena reflexionar 
sobre la conveniencia de eliminar las contri­
buciones privadas, por lo menos durante un 
tiempo y en lo que hace a las campañas 
políticas. 

Ahora bien, si se opta porque la financia­
ción de los partidos sea únicamente estatal 
habría de garantizarse a los partidos y a los 
candidatos una financiación anticipada de 
las campañas. Además, se requeriría tomar 
algunas otras medidas tales como: i) la 
reducción del período de duración de las 
campañas electorales, lo cual ayudaría a 
bajar considerablemente los costos de las 
campañas; ii) la reglamentación legal del 
lobby o cabildeo, con lo cual los gmpos de 
interés dispondrían de un mecanismo para 
poder hacer conocer sus opiniones y abogar 

5. Para obtener una visión comparativa a nivel 
latinoamericano sobre el tema de los organismos 
electorales ver Jaramillo, Juan (1994): Oberten 
Wahlbehórden in Lateinamerika. Leske+Budrich 
Verlag, Opladen, Alemania; Jaramillo, Juan et al. 
(1989): Poder electoral y consolidación democráti­
ca: estudios sobre la organización electoral en Amé­
rica Latina. Cuadernos de CAPEL No. 30, San José 
de Costa Rica. 

6. Más sobre el Tmanciamiento de los partidos 
políticos desde una perspectiva comparativa, en: del 
Castillo Vera, Pilar (1985): La financiación de par­
tidos y candidatos en las democracias occidentales. 
Centro de Investigaciones Sociológicas-Siglo XXI 
de España, Madrid; Navas, Xiomara (1993): La 
regulación del fínanciamiento de los partidos y de la 
campaña electoral en América Latina, en: Nohlen, 
Dieter (ed.): Elecciones y sistemas de partidos en 
América Latina. IIDH-CAPEL, San José, pp. 145-
166. Zuleta, Enrique et al. (1991): Modelos de 
partido político y su financiamiento, en: Contribu­
ciones 1/91, CIEDLA, Buenos Aires, pp. 97-116. 

El gobiemo ha propuesto que 
los partidos y las campañas 

políticas sean financiados 
exclusivamente por el Estado. 

Con ello se lograría que los 
diversos partidos y candidaics 

estén en igualdad de oportuni­
dades y que los congresistas 
no tengan compromisos cv: 
sus donantes. Además, en el 
caso colombiano se r.iíaria 

que los dineros del 
narcotráfico se mezclaran en 

las campaña políticas. La 
intención de la propuesta es 

positiva. La pregunta que 
surge es si el Estado colom­

biano está en condiciones de 
controlar que dineros priva­

dos no participen en las 
campañas políticas. 

; ^ r ¿ ^ ' 


